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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

El 19 de junio de 2015 Banco Popular de Puerto Rico (Banco 

o Apelante) presentó recurso de apelación en el cual solicitó que 

revocáramos la Sentencia dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan (TPI) el 27 de abril de 2015, notificada 

el 29 de abril del mismo año. En la referida Sentencia el TPI 

declaró Ha Lugar la demanda del Banco, sólo respecto al cobro de 

una tarjeta de crédito, pero desestimó con perjuicio la demanda 

respecto al cobro de las 4 restantes cuentas de tarjetas de crédito. 

A pesar de que le concedimos término a la parte apelada 

para que presentara su alegato, no compareció, por lo cual, 

procedemos a resolver el caso sin su posición. 

De conformidad con los hechos pertinentes y el Derecho que 

a continuación esbozamos, revocamos parcialmente la Sentencia 

apelada y declaramos Con Lugar en su totalidad la demanda del 

Banco. 
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I 

El 14 de febrero de 2014 el Banco presentó una demanda 

sobre cobro de dinero contra Rudiger Pietri Cestero1 (Sr. Pietri) 

para que este le saldara una deuda ascendente a $84,632.03 

correspondiente a 5 cuentas de tarjetas de crédito particularizadas 

en la demanda por números de cuentas y balances (2 American 

Express, 2 Visa y 1 Master Card). Apéndice, págs. 1-4.  El 26 de 

mayo de 2014 el Sr. Pietri fue emplazado personalmente mas no 

compareció. 

Entre otros trámites, y con fecha de 22 de septiembre de 

2014 el Banco presentó su “Moción A Tenor Con La Regla 45.2 

Solicitando Se Anote La Rebeldía Y Se Dicte Sentencia”, en la cual, 

indicó que el cobro reclamado en su demanda era sobre una suma 

líquida y exigible. Íd., págs. 7-10. Asimismo el Banco unió a la 

referida moción una Declaración Jurada de la Supervisora de la 

Sección Legal, Lourdes Ivelisse Mojica Fernández, quien entre otras 

cosas, expresó lo siguiente: 

3. Que el caso de epígrafe está bajo mi 

supervisión. 

4. Que del récord del Banco, resulta que la parte 

demandada adeuda a la parte demandante, las 

siguientes cantidades: EN CUANTO A LA PRIMERA 

CAUSA DE ACCIÓN, la cantidad principal de 

$17,750.75, más $1,775.00 para honorarios de 

abogado, más las costas y gastos de este pleito; EN 

CUANTO A LA SEGUNDA CAUSA DE ACCIÓN, la 

cantidad principal de $13,545.70, más $1,354.00 para 

honorarios de abogado, más las costas y gastos de este 

pleito; EN CUANTO A LA TERCERA CAUSA DE 

ACCIÓN, la cantidad principal de $21,844.30, más 

$2,184.00 para honorarios de abogado, más las costas 

                                                 
1 A pesar de que inicialmente en la demanda se incluyó como codemandada a 

Jane Doe por sí y en representación de la sociedad legal de bienes gananciales 

compuesta por esta y el Sr. Pietri, luego el Banco desistió de su reclamo contra 

Jane Doe. El 14 de octubre de 2014 el TPI dictó Sentencia Parcial para 
desestimar por desistimiento respecto a Jane Doe y la sociedad legal de bienes 

gananciales. Apéndice, págs. 20-22. 
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y gastos de este pleito; EN CUANTO A LA CUARTA 

CAUSA DE ACCIÓN, la cantidad principal de 

$17,082.95, más $1,708.00 para honorarios de 

abogado, más las costas y gastos de este pleito; EN 

CUANTO A LA QUINTA CAUSA DE ACCIÓN, la 

cantidad principal de $14,408.33, más $1,440.00 para 

honorarios de abogado, más las costas y gastos de este 

pleito. 

5. Que la parte demandante le ha requerido en 

múltiples ocasiones a la parte demandada el pago de 

la indicada deuda y el resultado de dichas gestiones de 

cobro ha sido infructuoso. 

Íd., págs. 9-10. 
 

El 8 de octubre de 2014 el TPI notificó una Orden en la que 

le anotó la rebeldía al Sr. Pietri, pero declinó dictar sentencia en 

rebeldía.  Íd., págs. 14-15. 

Seguidamente, el 14 de octubre de 2014 el TPI emitió otra 

Orden en la que señaló que no constaba en el expediente copias de 

los contratos de las cuentas de crédito objeto de la demanda, y que 

la Declaración Jurada de la Sra. Mojica no especificaba cada una 

de las partidas reclamadas, sino que repetía las alegaciones de la 

demanda. A su vez, el TPI le concedió 10 días al Banco para 

someter prueba que sustentara sus alegaciones, o una declaración 

jurada del correspondiente oficial bancario, a los fines del tribunal 

decidir si dictaba sentencia o citaba a vista en rebeldía. Íd., pág. 

19. 

Con fecha del 24 de octubre de 2014 el Banco sometió una 

moción en la que explicó que la regulación federal permite que se 

hagan solicitudes de crédito por vía telefónica y que por lo tanto, 

respecto a este tipo de solicitudes no existe evidencia escrita de 

contrato. Abundó el Banco que luego que un cliente solicita crédito 

por teléfono, recibe su tarjeta y estados bancarios mensuales. A 

esta moción el Banco unió copias de los más recientes estados 

bancarios mensuales que reflejaban los balances adeudados por el 
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Sr. Pietri respecto cada una de las 5 cuentas rotativas reclamadas 

en la demanda.  Empero, el Banco solicitó término para gestionar 

copias de los contratos o en su defecto, solicitudes electrónicas. 

Además de copias de los estados bancarios, el Banco también unió 

otra Declaración Jurada de la Sra. Mojica. Íd., págs. 23-38. En 

esta ocasión, la Sra. Mojica reiteró lo consignado en su previa 

declaración, pero particularizó el número de cuenta de cada reclamo 

de cobro por cuenta de crédito.  Íd., págs. 25-26. 

El 17 de febrero de 2015 mediante moción el Banco sometió 

copia del contrato de la cuenta de American Express cuyo número 

había cambiado luego de solicitada; al presente la cuenta termina 

en 9608, antes era 5112. Íd., págs. 39-41. En la referida moción el 

Banco también solicitó prórroga para localizar toda la información 

sobre las restantes 4 cuentas, a la vez que solicitó que se le 

relevara de una sanción económica impuesta, lo cual justificó en 

su alto volumen de clientes y lo remoto de las fechas de las 

cuentas de crédito del Sr. Pietri. 

Finalmente el 17 de abril de 2015 el Banco presentó otra 

moción en la que informó que no contaba con los contratos de las 

restantes 4 cuentas, y explicó que por el tiempo transcurrido la 

información de las cuentas se guarda en microfichas, pero no se 

consiguió, por lo que estimó que se habían destruido.  Unió a esta 

moción, una Declaración Jurada de una empleada del Centro de 

Soluciones, Norma Iris Román Martínez, a la cual se le solicitó los 

contratos de las referidas 4 cuentas. Íd., págs. 42-45.  Al respecto 

la Sra. Román declaró lo siguiente: 

2. Que se nos ha solicitado los contratos de las 

siguientes tarjetas de créditos American Express 

#[…]6807, Master Card #[…]1931, VISA #[…]8909 y 

VISA #[…]3145. 

3. Que el Banco para las fechas de originación 

de dichos préstamos se conservaban los contratos 
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físicamente y luego que pasaban 5 años el banco 

almacena dicha data a través del sistema de 

microfichas. Una vez el contrato pasa por dicho 

proceso, el banco lo envía a una compañía, desconozco 

el nombre para aquel tiempo, la cual se encarga de 

conservar dichas microfichas. 

4. Al buscar en el archivo de las microfichas, no 

logramos localizar nada referente a las tarjetas antes 

mencionadas, por lo que entiendo que las mismas se 

extraviaron, dañaron o fueron destruidas. 

5. Debido al tiempo transcurrido desde la 

originación de la cuenta y el presente, el banco se 

encuentra impedido de producir las copias de los 

contratos de las tarjetas arriba mencionadas. 

Íd., pág. 44. 

 
Considerado lo antecedente, el 27 de abril, notificada el 29 

de abril de 2015, el TPI dictó Sentencia en la que desestimó con 

perjuicio 4 de las reclamaciones de cobro respecto a 2 cuentas 

Visa, 1 American Express y 1 Master Card, mas declaró Ha Lugar 

el cobro del reclamo por $14,408.33 del principal de 1 tarjeta 

Master Card (9608), más los intereses, demoras y cargos 

acumulados hasta el saldo total. El TPI también le impuso al Sr. 

Pietri el pago de $500 por honorarios. Apéndice, págs. 46-49. 

El 14 de mayo de 2015 el Banco presentó Moción De 

Reconsideración Y/O Solicitud De Sentencia Enmendada, la cual 

fue declarada No Ha Lugar mediante Orden del TPI el 19 de mayo, 

notificada el 20 de mayo de 2015. En la referida moción de 

reconsideración, el Banco alegó que los documentos requeridos por 

el TPI, sobre los contratos de las 4 cuentas de crédito del Sr. Pietri, 

se habían extraviado. No obstante, enfatizó que los estados 

correspondientes a esas 4 cuentas contenían la información sobre 

los balances adeudados, y tales estados fueron remitidos al Sr. 

Pietri sin que fueran objetados. Reiteró el Banco que procedía 

dictar sentencia en rebeldía, o en la alternativa, si el tribunal 
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guardaba dudas acerca de las cuantías reclamadas, debía celebrar 

vista al respecto, para dirimir la prueba pertinente. Íd., págs. 50-

70. 

Aún en desacuerdo con el dictamen, oportunamente el 

Banco presentó la apelación de epígrafe y le imputó el siguiente 

error al TPI: 

Cometió error el [TPI] al desestimar con perjuicio 
la demanda en cuanto a las causa de acción referentes 
a las tarjetas de crédito Master Card […], Visa […], 

Visa […] y American Express […] fundada tal 
determinación en que [el Banco] no había 

suministrado copia de los contratos entre las partes 
para estas cuentas, a pesar de que se acreditó la 
existencia de las mismas a nombre del [Sr. Pietri], que 

adeudaba las sumas reclamadas en la demanda, y que 
lo adeudado era una suma vencida, líquida y exigible 

así como que existía justa causa con respecto a las 
razones por las que no se podían suministrar dichos 
contratos. 

 
Según intimado, transcurrido el plazo concedido sin que el 

Sr. Pietri compareciera, dimos por perfeccionado el recurso de 

apelación. A continuación exponemos el Derecho aplicable a la 

controversia ante nos. 

II 

Anotación y Sentencia en Rebeldía 

La Regla 45 de Procedimiento Civil contiene todo lo referente 

a la rebeldía, incluyendo la anotación, el levantamiento, la 

sentencia y la notificación.  En primer lugar, dispone la Regla 45.1, 

32 LPRA Ap. V, R. 45.1, que procederá anotar la rebeldía cuando 

quede evidenciado que la parte contra la cual se solicita una 

sentencia no presentó alegaciones ni se defendió. Ocasio v. Kelly 

Servs., 163 DPR 653 (2005); Álamo v. Supermercado Grande, 

158 DPR 93 (2002). 

La misma regla dispone que el Tribunal podrá anotar la 

rebeldía tanto a petición de parte como motu proprio.  En ambos 

casos, la anotación tendrá el efecto de que se den por ciertas las 

alegaciones de la demanda. Regla 45.1 de Procedimiento Civil, 
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supra. Cabe aclarar, sin embargo, que tal efecto estará sujeto a 

que los hechos estén correctamente alegados, en cuyo caso el 

Tribunal tendrá que darlos por probados. Álamo v. Supermercado 

Grande, supra, pág. 101. A pesar de lo anterior, no se considera 

que la parte a la cual se le anotó la rebeldía acepte aquellos hechos 

incorrectamente alegados o las conclusiones de derecho incluidas 

en la demanda. Por ello, es que se ha afirmado que la anotación de 

rebeldía no garantiza una sentencia favorable al demandante.  

Hernández v. Espinosa, 145 DPR 248, 272 (1998), citando con 

aprobación a Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, Inc., 

106 DPR 809, 817 (1978). 

Aunque el propósito de la Regla 45 es disuadir a quien 

intente paralizar los procesos judiciales, el juzgador de los hechos 

debe establecer un balance que tome en cuenta la deseabilidad de 

que los casos se atiendan en sus méritos. Álamo v. Supermercado 

Grande, supra, págs. 100-102. Consecuentemente, para que el 

tribunal pueda descargar su función adjudicativa en un pleito en 

rebeldía, toda aseveración se tiene que comprobar mediante 

prueba. Íd., pág. 101.  Es decir, la rebeldía no priva al tribunal de 

la facultad de evaluar si en virtud de los hechos no controvertidos 

existe una causa de acción que amerite la concesión de un 

remedio. Íd., pág. 102.  Por consiguiente, el tribunal puede 

celebrar cuantas vistas estime necesarias para comprobar la 

veracidad de cualquier alegación o investigar algún otro asunto si 

fuera necesario para dictar la sentencia en rebeldía. 32 LPRA Ap. 

V, R. 45.2; Ocasio v. Kelly Servs., supra; Audiovisual Lang. v. Sist. 

Est. Natal Hnos., 144 DPR 563 (1997). 

Conviene aclarar que si una parte a la que se la ha anotado 

la rebeldía compareció al pleito, entonces tiene derecho a que se le 

notifique la fecha del juicio para que pueda asistir. Regla 45.2 (b) 

de Procedimiento Civil, supra. En la vista tiene derecho a 
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contrainterrogar a los testigos, a impugnar la cuantía reclamada y 

a apelar la decisión. Por habérsele anotado la rebeldía no renuncia 

a las defensas de falta de jurisdicción ni a que la demanda no 

aduce hechos que constituyan una causa de acción. Continental 

Ins. Co. v. Isleta Marina, Inc., supra.  Sin embargo, el demandado al 

que se le ha anotado la rebeldía no puede presentar evidencia en 

su propio beneficio. Master Concrete Corp. v. Fraya, S.E., 

152 DPR 616, 634 esc. 12 (2000); Rivera v. Goytía, 70 DPR 30, 33 

(1949). 

Por su parte, la Regla 45.2 de Procedimiento Civil, supra, 

establece los elementos necesarios para que pueda dictarse una 

sentencia en rebeldía. La misma distingue dos trámites para 

obtener una sentencia en rebeldía, a saber: aquella a ser dictada 

por el secretario y la emitida por el propio tribunal. A esos efectos 

la Regla lee: 

Podrá dictarse sentencia en rebeldía en los casos 
siguientes:  

 
(a) Por el Secretario o Secretaria. Cuando la 

reclamación de la parte demandante contra una parte 
demandada sea por una suma líquida o por una suma 
que pueda liquidarse mediante cómputo, el Secretario 

o Secretaria, a solicitud de la parte demandante y al 
presentársele declaración jurada de la cantidad 

adeudada, dictará sentencia por dicha cantidad y las 
costas contra la parte demandada cuando ésta haya 
sido declarada en rebeldía, siempre que no se trate de 

un(a) menor o una persona incapacitada.  
 
(b) Por el tribunal. En todos los demás casos la 

parte con derecho a una sentencia en rebeldía la 
solicitará del tribunal, pero no se dictará sentencia en 

rebeldía contra un(a) menor o una persona 
incapacitada a menos que estén representados(as) por 
el padre, madre, tutor(a), defensor(a) judicial u otro(a) 

representante que haya comparecido en el pleito. Si 
para que el tribunal pueda dictar sentencia o para 

ejecutarla se hace necesario fijar el estado de una 
cuenta, o determinar el importe de los daños, o 
comprobar la veracidad de cualquier aseveración 

mediante prueba, o hacer una investigación de 
cualquier otro asunto, el tribunal deberá celebrar las 

vistas que crea necesarias y adecuadas o encomendar 
la cuestión a un comisionado o comisionada. Cuando 
la parte contra la cual se solicita sentencia en rebeldía 

haya comparecido en el pleito, dicha parte será 
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notificada del señalamiento de cualquier vista en 
rebeldía que celebre. 

 
Añádase que existe una diferencia entre aquellos 

demandados a los cuales se les ha anotado la rebeldía por 

incomparecencia al pleito y a los que se les ha anotado como 

sanción. Una vez anotada la rebeldía a la parte rebelde que no ha 

comparecido al pleito, el demandante queda relevado de la 

obligación de notificarle sobre escritos presentados ante el 

tribunal. El demandante sí está obligado a notificarle al 

demandado rebelde alguna enmienda a sus alegaciones para 

incluir remedios nuevos o adicionales. Regla 67.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 67.1. 

Por su parte, la Regla 45.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 45.3, provee un mecanismo mediante el cual la parte en 

rebeldía puede solicitar que, por causa justificada, el Tribunal deje 

sin efecto una anotación de rebeldía o que, dictada la sentencia en 

rebeldía, se deje sin efecto según lo permite la Regla 49.2, 32 LPRA 

Ap. V, R. 49.2. “[E]sta regla se debe interpretar de manera liberal, 

resolviéndose cualquier duda a favor de que se deje sin efecto la 

anotación o la sentencia en rebeldía”.  Rivera Figueroa v. Joe´s 

European Shop, 183 DPR 580, 592 (2011).  Esto último, sin que se 

entienda que con ello se dejará sin efecto una sentencia 

correctamente dictada.  Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 

pág. 449 (1977). Conviene igualmente recordar lo resuelto por 

Banco Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172 (2015), que reiteró la 

importancia de las notificaciones en los procesos en rebeldía, tanto 

de los escritos de las partes como de las órdenes, resoluciones y 

sentencias del tribunal. No se trata de meros requisitos procesales, 

sino que son requerimientos atados al debido proceso de ley. 
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Alegaciones y Evidencia 

Brevemente y en lo aquí pertinente reseñamos la normativa 

aplicable a las alegaciones de una demanda sobre cobro de dinero 

y la evidencia afín. 

Nuestro ordenamiento civil exige que las alegaciones de una 

demanda aunque sucintas, sencillas, claras y directas, notifiquen 

a grandes rasgos cuáles son las reclamaciones y las defensas de 

las partes. 32 LPRA Ap. V R. 6.5; Tenorio v. Hospital Dr. Pila, 159 

DPR 777, 784 (2003); Banco Central Corp. v. Capitol Plaza, Inc., 

135 DPR 760, 763-764 (1994). Si bien en la etapa inicial del caso 

el demandante no tiene que exponer con detalle todos los hechos 

en que fundamenta su reclamación, sí tiene que establecer que 

tiene derecho a un remedio. 32 LPRA Ap. V R. 6.1 y 6.5 (a); Álamo 

v. Supermercado Grande, supra, págs. 102-103; Banco Central 

Corp. v. Capitol Plaza, Inc., supra, págs. 763-764. 

Precisa aquí tener presente que como en cualquiera otra 

acción civil, quien demanda por cobro de dinero, tiene el onus 

probandi de establecer que tiene a su favor pendiente una deuda 

que es líquida y exigible, no bastan alegaciones aunque sean 

específicas. Asoc. Res. Colinas Metro. v. S.L.G., 156 DPR 88, 99-100 

(2002). A esos efectos, hay dos cuestiones evidenciarias inter alia 

que han de considerarse. 

La primera cuestión es sobre la aplicación y el efecto de las 

presunciones que las Reglas de Evidencia proveen para los casos 

civiles. 32 LPRA Ap. VI, R. 301-302.  La Regla 304 establece una 

amplia lista de presunciones controvertibles, las cuales ante 

ausencia de prueba en contrario, probarán el hecho alegado.  En 

particular, la Regla 304 establece en su inciso 18 que se presumirá 

que las transacciones privadas se llevaron a cabo con rectitud y de 

manera correcta.  32 LPRA Ap. VI, R. 304. 
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La segunda cuestión trata de evidencia secundaria. Así, la 

Regla 1004, 32 LPRA Ap. VI, R. 1004, sobre la admisibilidad de 

evidencia secundaria, dispone lo siguiente: 

Será admisible otra evidencia del contenido de 
un escrito, grabación o fotografía que no sea el original 

mismo cuando: 
 

a. El original y el duplicado, si existiera, se han 
extraviado o destruido, a menos que quien lo propone 
los haya perdido o destruido de mala fe. 

 
b. El original y el duplicado, si existiera, no 

pudieron obtenerse por ningún procedimiento judicial 
disponible ni de ninguna otra manera. 

 

c. El original está en poder de la parte contra 
quien se ofrece y ésta no lo produce en la vista a pesar 
de haber sido previamente advertida de que se 

necesitaría producirlo en la vista. 
 

d. El original no está íntimamente relacionado 
con las controversias esenciales y resultare 
inconveniente requerir su presentación.  (subrayado 

nuestro) 
 

III 
 

El Banco nos invita a analizar si erró el TPI al negarse a 

declarar con lugar la demanda de cobro respecto a las restantes 4 

cuentas de crédito, a la luz de la prueba en el expediente, y dado 

que al Sr. Pietri se le anotó la rebeldía y nunca compareció.  

Examinado el marco fáctico a la luz de la normativa anteriormente 

esbozada, concluimos que incidió el TPI al desestimar con perjuicio 

el reclamo de cobro de las referidas 4 cuentas de crédito. 

Los hechos del caso revelan que el Banco alegó 

correctamente en su demanda cada uno de los reclamos sobre las 

5 cuentas rotativas de crédito.  Entiéndase que el Banco especificó 

el número de cuenta de cada uno de los 5 reclamos de cobro, el 

balance de cada deuda, así como las gestiones infructuosas de 

cobro, y que por tanto, las sumas reclamadas estaban vencidas, 

líquidas y exigibles. Todo esto surge no solo de la demanda sino de 

la documentación y las declaraciones juradas que en más de una 

ocasión el Banco sometió ante la consideración del TPI. Añádase 
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que el Banco también explicó y justificó adecuadamente por qué no 

contaba con los contratos de las restantes 4 cuentas de crédito. A 

su vez, el Banco sometió copias de los estados bancarios que 

reflejaban los balances adeudados de cada una de las restantes 4 

cuentas de crédito. Coincidimos con el Banco en que los referidos 

estados constituyen evidencia secundaria, y más aún, colegimos 

que ante la incomparecencia del Sr. Pietri la referida prueba no fue 

refutada y por tanto, debió presumirse probado el hecho de que los 

balances adeudados eran correctos y que correspondían a las 

sumas reclamadas en la demanda de epígrafe. 

En fin, recordemos que las alegaciones consignadas por el 

Banco en su demanda fueron hechas conforme a Derecho, y la 

prueba sometida respaldó lo reclamado; así también, al Sr. Pietri 

se le anotó la rebeldía y no compareció. Por todo lo cual, según el 

Derecho aplicable, y los hechos y el expediente del caso vis a vis 

las correspondientes presunciones, el TPI tenía que dar por 

verdaderas las alegaciones del Banco, y en consecuencia, dictar 

sentencia en rebeldía por la totalidad de la reclamación de cobro 

del Banco. 

Por todo lo antes expresado, procede revocar parcialmente la 

Sentencia apelada, y declarar Con Lugar en su totalidad la 

demanda de cobro sobre las 4 restantes cuentas de crédito, lo cual 

procedemos a hacer. 

IV 

Al amparo de los enunciados fundamentos jurídicos, 

revocamos parcialmente la Sentencia apelada, y de conformidad 

con los pronunciamientos aquí consignados, declaramos Con 

Lugar la demanda de epígrafe respecto a las cuantías de las 4 

restantes cuentas de crédito reclamadas. 

Notifíquese de inmediato. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


